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OPINIÓN N.° 021-2007/GNP
Entidad:

Municipalidad Provincial Daniel Carrión - Yanahuanca
Asunto:
Resolución de contrato
Referencia:
Oficio N.º 169-2006-MPDC-YCA 

1.
ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Alcalde de la Municipalidad Provincial Daniel Carrión Yanahuanca, consulta sobre la posibilidad de resolver el contrato suscrito con una empresa contratista para la ejecución de la obra “Plaza de Armas Turística de Yanahuanca”, toda vez que debido a sucesos violentos contra los trabajadores de la empresa contratista, la Fiscalía de la Provincia dispuso no continuar con la ejecución de la mencionada obra.
2.
CONSULTA

La recurrente formula las siguientes consultas:

a) ¿Cuál es la base legal de la resolución del contrato si se tiene acordada la no continuación de la ejecución de la obra?
b) ¿Cuál será el procedimiento a seguir para la resolución del contrato?

c) ¿Procedería una indemnización por daños y perjuicios?

3.
ANÁLISIS

Antes de iniciar el análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
,  y el procedimiento contenido en el Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, las consultas que absuelve este Consejo Superior deben estar referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
3.1
Mediante la celebración de un contrato bajo el ámbito de aplicación de la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, el contratista se compromete a ejecutar la prestación a su cargo, que puede consistir en la entrega o suministro de bienes, la prestación de un servicio o la ejecución de una obra
, y la Entidad se obliga a ejecutar su contraprestación que, esencialmente, consiste en retribuir económicamente al contratista por su prestación.
En virtud de ello, el contrato se entiende cumplido cuando ambas partes satisfacen oportunamente sus recíprocas prestaciones. Esta satisfacción debida es denominada dentro del ámbito de las obligaciones como “pago”, el cual “representa el medio natural de extinción de las obligaciones (…) consiste en la ejecución de la prestación debida, de conformidad con los principios que lo inspiran, fundamentalmente referidos a la identidad, la integridad, la oportunidad y el lugar de cumplimiento”
.
3.2 Ahora bien, no obstante que el fenecimiento de la relación contractual mediante el cumplimiento íntegro de las prestaciones es la situación esperada en el ámbito de las contrataciones públicas, no es la única forma en que puede darse por culminada la relación contractual.
Sobre el particular, según indica Roberto Dromi, la finalización o conclusión de un contrato administrativo “puede  obedecer a causas normales o anormales. En las primeras estamos en presencia de una relación jurídica que finaliza regularmente, conforme a lo previsto con antelación, cumplimiento del objeto y expiración del término. En las segundas, la relación jurídica contractual no se extingue por causas previstas anteriormente, sino por motivos que sobrevienen  en contratos en curso de ejecución y que súbitamente le ponen fin: caducidad, rescate, rescisión, muerte, quiebra, renuncia”
. 

En este orden, una de las causas anormales de terminación de la relación contractual es justamente la resolución del contrato.
Así, mediante la resolución del contrato se busca “dejar sin efecto la relación jurídica patrimonial, convirtiéndola en ineficaz de tal manera que ella deja de ligar a las partes en el sentido que ya no subsiste el deber de cumplir las obligaciones que la constituyen ni, consecuentemente, ejecutar las respectivas prestaciones”
.
3.3
En el ámbito de las contrataciones estatales, el contrato puede ser resuelto por  causas imputables a la Entidad, por causas imputables al contratista, o por causas no imputables a ninguna de las partes. 
Así, pues, en el caso de la resolución de contrato por causas no imputables a las partes, el artículo 45º de la Ley hace referencia expresa al acuerdo mutuo entre las partes, al caso fortuito y a la fuerza mayor:
“Las partes podrán resolver el contrato de mutuo acuerdo por causas no atribuibles a éstas o por caso fortuito o fuerza mayor, estableciendo los términos de la resolución.
En los supuestos de caso fortuito o fuerza mayor, se liquidará en forma exclusiva la parte efectivamente ejecutada.
La Entidad deberá reconocer en el acto administrativo resolutorio  los conceptos indicados en los párrafos precedentes. Para hacer efectiva la resolución deberá contar con la aprobación del Titular del Pliego o la máxima autoridad administrativa de la Entidad, bajo responsabilidad”.
Respecto de la resolución del contrato por mutuo acuerdo entre las partes por causas no atribuibles a éstas, dicha causal se produce en aquellos casos en los cuales, debido a la presencia de alguna circunstancia que impida el normal desarrollo de una relación contractual, las partes evalúan la posibilidad de resolver el contrato, ello siempre y cuando dichas causas no sean imputables a alguna de las partes. 

En cuanto al caso fortuito y la fuerza mayor, dichas causales han recibido un amplio tratamiento en la doctrina nacional y comparada, por la amplitud y a la vez ambigüedad que podría conllevar la libre interpretación de su significado. En ese sentido, Felipe Osterling Parodi y Mario Castillo Freyre sobre el tema  refieren:
“El incumplimiento de la obligación puede tener origen en causas independientes de la voluntad del deudor, extraordinarias, imprevisibles e irresistibles, dando lugar a lo que en Derecho se llama caso fortuito o fuerza mayor. En otras palabras el incumplimiento le es impuesto al deudor por un hecho ajeno a él, por lo que ya no es el autor moral de dicha inejecución; se configura de esta forma un supuesto de inimputabilidad, merced a la cual el deudor no será responsable por tal incumplimiento ni por sus consecuencias”
.
Por otra parte, nuestro Código Civil, a fin de esclarecer los conceptos para una mejor interpretación de lo que debemos entender por caso fortuito o fuerza mayor, define ambas instituciones en su artículo 1315°: 
“Caso fortuito o fuerza mayor es la causa no imputable consistente en un evento extraordinario, imprevisible e irresistible, que impide la ejecución de la obligación o determina su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso”.    
Ahora bien, desde el punto de vista doctrinario, caso fortuito es aquél derivado de un hecho natural (acto de Dios), de modo tal que a nadie puede imputarse su origen, mientras que la fuerza mayor ha sido vinculada a una intervención irresistible de la autoridad (acto del príncipe) o de terceros. Son ejemplos típicos de caso fortuito y de fuerza mayor, respectivamente, un terremoto, o cualquier desastre producido por fuerzas naturales, y una declaración de expropiación (mediante la dación de una Ley por parte del Poder Legislativo).
Por otra parte, hablamos de un hecho extraordinario cuando, tal como la misma palabra lo indica, sucede algo fuera de lo ordinario, es decir, fuera de lo común y de lo que en forma normal o natural se espera que ocurra. Asimismo, decimos que un hecho o evento es imprevisible cuando supera o excede la aptitud normal de previsión del deudor en la relación obligatoria, puesto que el deudor tiene el deber de prever lo normalmente previsible, no así lo imprevisible
. Finalmente, el que un evento sea irresistible significa que la persona es impotente para evitarlo; no puede impedir, por más que quiera o haga, su acaecimiento. 
No obstante, cabe precisar que el acontecimiento no debe derivar de la actividad voluntaria del deudor, puesto que, si esto fuera así, ingresaríamos al terreno de la responsabilidad. En efecto, la parte que incumple no puede desligarse de la responsabilidad que le corresponde por las derivaciones de algo que le atañe o concierne:   

“(…) el acontecimiento ajeno a la voluntad del deudor debe originarse en una causa extraña a su libre voluntad. Se trata, pues, de un hecho que no proviene directamente de su persona, ni tampoco de un acto que él no realice en uso de su libertad, discernimiento, conciencia, voluntad o intención”
. 

3.4
Por ende, sin perjuicio de que el caso fortuito y la fuerza guardan diferencias en cuanto a la fuente generadora del incumplimiento (hechos de la naturaleza para el caso fortuito y hechos del hombre para la fuerza mayor) dichas diferencias carecen de relevancia en nuestro sistema jurídico, puesto que el Código Civil asimila las mismas consecuencias jurídicas en caso de verificarse cualquiera de ellas. Ambas producen la imposibilidad en el cumplimiento de la prestación de alguna o de ambas partes y, en consecuencia, la inimputabilidad, entendida como exención de responsabilidad a la parte que se encuentra en la imposibilidad de cumplir
.
3.5 En el caso que da origen a la presente consulta, la Fiscalía Provincial de Yanahuanca dispuso suspender la ejecución de la obra “Plaza de Armas Turística de Yanahuanca”, derivada del proceso de selección convocado por la Municipalidad Provincial Daniel Carrión – Yanahuanca, debido a sucesos violentos contra los trabajadores de la empresa que estaría ejecutando la mencionada obra, por parte de los pobladores; circunstancia que habría sido causa para que la Entidad y la empresa contratista evalúen la resolución del contrato suscrito.

En ese sentido, tal como lo indicáramos en el numeral 3.3 del presente análisis, las circunstancias que pueden afectar el normal desenvolvimiento de las prestaciones en la ejecución contractual sin que las partes sean responsables de ello, son consideradas suficientes por la normativa de contrataciones y adquisiciones estatales para la resolución del contrato. 
3.6
Consecuentemente, de presentarse una circunstancia que impida el normal desarrollo de una relación contractual, corresponde a la Entidad y al contratista evaluar la posibilidad de resolver el contrato por mutuo acuerdo por causas no atribuibles a las partes, por caso fortuito o fuerza mayor, siempre que la situación presentada sea sobreviviente y reúna las características de extraordinariedad, imprevisibilidad e irresistibilidad a que hemos hecho referencia anteriormente. 
Así, pues, en caso las partes, previa evaluación de la situación de hecho presentada, determinen que el suceso acaecido constituye causal de resolución de contrato, tal como lo señala el primer párrafo del artículo 45° de la Ley, únicamente corresponderá resolverlo y liquidar las prestaciones efectivamente ejecutadas.
En estos casos no resulta procedente la ejecución de las garantías otorgadas por el contratista ni la aplicación de las sanciones administrativas que impone el Tribunal del CONSUCODE, puesto que ellas están previstas para los casos de resolución del contrato por causas imputables al contratista.
Finalmente, de presentarse diferencias o discrepancias respecto de si resulta procedente la resolución del contrato, corresponderá a las partes recurrir a los mecanismos de solución de controversias que prevé el Título V de la Ley
.
3.7
Por otra parte, respecto de la procedencia de una indemnización por daños y perjuicios, el artículo 1317º del Código Civil señala que “el deudor no responde de los daños y perjuicios resultantes de la inejecución de la obligación, o de su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso, por causas no imputables, salvo que lo contrario esté previsto expresamente por la ley o por el título de la obligación”. En ese sentido, en caso se haya previsto en el contrato la posibilidad de reconocer una indemnización por el daño efectivamente causado, ello pese a que la resolución del contrato se haya producido debido a circunstancias no imputables a ninguna de las partes, será procedente reconocer una indemnización a la parte perjudicada; pudiendo las partes, en caso existiera alguna discrepancia respecto de ello, acudir a la vía arbitral para que se pronuncie respecto de este extremo. 
4.
CONCLUSIONES

En virtud de lo expuesto, se concluye lo siguiente:

4.1 De acuerdo con lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 45º de la Ley, las partes podrán resolver el contrato de mutuo acuerdo por causas no atribuibles a éstas o por caso fortuito o fuerza mayor, estableciendo los términos de la resolución. 
4.2 De presentarse una circunstancia que impida el normal desarrollo de una relación contractual, corresponde a la Entidad y al contratista evaluar la posibilidad de resolver el contrato por mutuo acuerdo por causas no atribuibles a las partes, por caso fortuito o fuerza mayor, siempre que la situación presentada sea sobreviviente y reúna las características de extraordinariedad, imprevisibilidad e irresistibilidad a que hemos hecho referencia en la presente Opinión; procediendo en estos casos liquidar, únicamente, las prestaciones efectivamente ejecutadas y no siendo aplicable la ejecución de las garantías otorgadas por el contratista ni la aplicación de las sanciones administrativas que impone el Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado.
4.3
De presentarse diferencias o discrepancias respecto de la procedencia de la resolución del contrato, de los términos en que éste será resuelto o sobre la procedencia de indemnización por daños y perjuicios, corresponderá a las partes recurrir a los mecanismos de solución de controversias (conciliación y/o arbitraje) previstos en la normativa de contrataciones y adquisiciones estatales.

Jesús María, 07 de febrero de 2007.
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� 	Respecto a ello, Ospina Fernández indica que la misma expresión “caso fortuito” denota idiomáticamente un acontecimiento extraño, súbito e inesperado. Por tanto, si el hecho ya existía al tiempo del contrato y era conocido o cognoscible por un deudor diligente, o si este razonablemente hubiera podido preverlo en el futuro, por ser acontecimiento normal o, a lo menos, de frecuente acaecer, la ocurrencia de ese hecho no constituye caso fortuito ni libera la responsabilidad, bien sea porque el deudor, habiendo podido preverlo, ha incurrido en culpa al no tratar de conjurarlo, o bien porque ha procedido temerariamente al obligarse en tales condiciones. 





En tal sentido, siendo la imprevisibilidad elemento esencial del caso fortuito, el autor manifiesta que tal elemento ha de apreciarse singularmente en cada situación concreta; el criterio para el efecto debe ser la rareza y repentinidad del evento, pues ha de partirse del supuesto de que una persona diligente y cuidadosa en sus negocios debe prever los hechos normales, o frecuentes, o probables, según la naturaleza de dichos negocios, máxime si ella se ocupa habitualmente en estos, en forma que, al obligarse, es de presumir que asume los riesgos inherentes a ellos y que espera superarlos (…). Ospina Fernandez, citado por Felipe Osterlig P. y Mario Castillo Freyre, Op. Cit., Pág. 627 y 629 (Sobre ello, cabe precisar que en la legislación colombiana los términos caso fortuito o fuerza mayor son equivalentes y no revisten diferencias en cuanto a sus consecuencias).





� 	Idem, Pág. 641.


	


� 	En nuestro sistema de responsabilidad civil contractual, a fin de determinarse la responsabilidad contractual del deudor, el propio sistema prevé criterios subjetivos tales como la culpa leve, la culpa inexcusable y el dolo.





� El segundo párrafo del  artículo 53° de la Ley establece que las controversias que surjan sobre la ejecución o interpretación del contrato se resolverán obligatoriamente mediante los procedimientos de conciliación o arbitraje.





